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Segundo. Que, el eje estratégico de especialización 
evidencia la necesidad que el referido sistema 
sea implementado por operadoras y operadores 
especializados en las materias que aborda, reconociendo 
que la oferta profesional y laboral es escasa, en tanto no 
es impartida en las universidades. De ahí la necesidad 
de identificar y diseñar los perfiles que se necesitan; así 
como de generar una oferta académica que permita que 
las y los integrantes del Poder Judicial los alcancen.

Tercero. Que una de las prioridades desde el 
Programa Presupuestal Orientado a Resultados de 
Reducción de la Violencia contra la Mujer - PPoR 1002, es 
la lucha contra todo tipo de violencia contra las mujeres e 
integrantes del grupo familiar, asumiendo el compromiso 
por igualdad y la eliminación de la discriminación hacia las 
mujeres, buscando, entre otros, fortalecer las capacidades 
y conocimiento de jueces, juezas, personal jurisdiccional, 
equipos multidisciplinarios y personal administrativo en la 
materia; acorde con las demandas de las personas que 
acuden en busca de justicia.

Cuarto. Que, en tal sentido, se propone la capacitación 
del personal integrante de los Módulos de Protección y 
de Sanción sub especializados en Violencia contra las 
Mujeres e integrantes del Grupo Familiar, en concordancia 
con lo establecido por el Sistema Nacional Especializado 
de Justicia para la Protección y Sanción de la Violencia 
contra las Mujeres e Integrantes del Grupo Familiar, 
creado para asegurar el desarrollo célere y efectivo de 
los procesos; y permitir la interacción fluida entre las y 
los operadores de la ruta procesal contra la violencia, a 
fin de mejorar los tiempos de atención y respuestas a las 
víctimas logrando así garantizar su integridad y seguridad; 
así como un real y efectivo acceso a la justicia.

Quinto. Que, se formula el Plan de Capacitación 
2022 en materia de violencia contra las mujeres e 
integrantes del grupo familiar, como una estrategia 
fundamental y con especial énfasis en la implementación 
del referido sistema, con el propósito de fortalecer las 
competencias y capacidades de jueces, juezas, personal 
jurisdiccional, equipo multidisciplinario y administrativo 
que integran los módulos especializados, para contribuir 
al logro de los objetivos estratégicos institucionales; 
y consecuentemente, a la mejora de la calidad de los 
servicios brindados a los y las ciudadanos/as.

Sexto. Que, el referido plan de capacitación responde 
a la demanda de capacitación de cada grupo al que está 
dirigido y a las funciones y competencias que desempeña 
cada servidor/a, considerando además como población 
objetiva a jueces, juezas, personal jurisdiccional, 
equipos multidisciplinarios, técnicos y administrativos 
de los órganos jurisdiccionales de protección y sanción 
penal que conforman los Módulos Especializados para 
la atención de casos de Violencia contra las Mujeres y 
los integrantes del Grupo Familiar, cuyo financiamiento 
se da a través del Programa Presupuestal orientado a 
Resultados de Reducción de la Violencia contra la Mujer 
- PPoR 1002. 

Sétimo. Que, la ejecución de las actividades de 
capacitación será brindada a través de la modalidad 
virtual, que incluye el uso de tecnologías de la información 
y comunicación para la ejecución de los cursos, talleres 
y conferencias magistrales, para garantizar un mejor 
desempeño frente a los casos de violencia hacia las 
mujeres e integrantes del grupo familiar y otros delitos 
de competencia del Sistema Nacional Especializado de 
Justicia.

Octavo. Que, el artículo 82°, inciso 26), del Texto 
Único Ordenado de la Ley Orgánica del Poder Judicial 
determina como función y atribución del Consejo Ejecutivo 
del Poder Judicial, la adopción de acuerdos y demás 
medidas necesarias para que las dependencias de este 
Poder del Estado funcionen con celeridad y eficiencia. 

Por estos fundamentos; en mérito al Acuerdo N° 345-
2022 de la décima cuarta sesión del Consejo Ejecutivo 
del Poder Judicial, de fecha 30 de marzo de 2022, 
realizada con la participación de los señores y señoras 
Barrios Alvarado, Lama More, Arias Lazarte, Medina 
Jiménez y Espinoza Santillán, sin la intervención del 

señor Alvarez Trujillo por encontrarse de licencia; en uso 
de las atribuciones conferidas por el artículo 82° del Texto 
Único Ordenado de la Ley Orgánica del Poder Judicial. 
Por unanimidad,

SE RESUELVE:

Artículo Primero.- Aprobar el “Plan de Capacitación 
2022 en materia de violencia contra las mujeres e 
integrantes del grupo familiar”, que será financiado a 
través del referido programa presupuestal; que en anexo 
forma parte integrante de la presente resolución.

Artículo Segundo.- Publicar la presente resolución 
y el documento aprobado en el Portal Institucional del 
Poder Judicial; para su difusión y cumplimiento.

Artículo Tercero.- Transcribir la presente resolución a 
las Presidencias de las Cortes Superiores de Justicia del 
país, Responsable Técnica del Programa Presupuestal 
Orientado a Resultados de Reducción de la Violencia 
contra la Mujer - PPoR 1002; y a la Gerencia General del 
Poder Judicial, para su conocimiento y fines pertinentes.

Regístrese, comuníquese, publíquese y cúmplase.

ELVIA BARRIOS ALVARADO
Presidenta

2058286-2

Imponen medida disciplinaria de 
destitución a Juez de Paz del Juzgado de 
Única Nominación de Vice Letirá, Sechura, 
Corte Superior de Justicia de Piura

INVESTIGACIÓN N° 792-2014-PIURA

Lima, veintisiete de setiembre de dos mil veintiuno.-

VISTA:

La Investigación número setecientos noventa y 
dos guión dos mil catorce guión Piura que contiene la 
propuesta de destitución del señor Jhon Michael Saba 
Panta por su actuación como Juez de Paz de Única 
Nominación de Vice Letirá, Sechura, Corte Superior de 
Justicia de Piura, remitida por la Jefatura de la Oficina de 
Control de la Magistratura del Poder Judicial, mediante 
resolución número veinte del nueve de setiembre de 
dos mil veinte; de fojas cuatrocientos cincuenta y seis a 
cuatrocientos sesenta y dos.

CONSIDERANDO: 

Primero. Que, el artículo ciento cuarenta y tres de la 
Constitución Política del Estado establece que el Poder 
Judicial está integrado por órganos jurisdiccionales 
que administran justicia en nombre de la Nación y por 
órganos que ejercen su gobierno; aspecto este último 
regulado también en el artículo setenta y dos del Texto 
Único Ordenado de la Ley Orgánica del Poder Judicial 
el cual señala que la dirección nacional corresponde al 
Presidente de la Corte Suprema, al Consejo Ejecutivo y 
a la Sala Plena de la Corte Suprema; y, en los Distritos 
Judiciales corresponde al Presidente de la Corte Superior, 
al Consejo Ejecutivo Distrital y a la Sala Plena de dicha 
Corte, en donde lo hubiere.

El numeral treinta y siete del artículo siete del 
Reglamento de Organización y Funciones del Consejo 
Ejecutivo del Poder Judicial, aprobado mediante 
Resolución Administrativa número doscientos ochenta 
y cuatro guión dos mil dieciséis guión CE guión PJ, 
señala que es atribución de este Órgano de Gobierno 
resolver en primera instancia administrativa las 
propuestas de destitución y separación formuladas 
por la Oficina de Control de la Magistratura del 
Poder Judicial contra Jueces de Paz y Auxiliares 
Jurisdiccionales.
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Segundo. Que, es objeto de examen la resolución 
número veinte de fecha nueve de setiembre de dos mil 
veinte que propone al Consejo Ejecutivo del Poder Judicial 
imponga la medida disciplinaria de destitución al señor 
Jhon Michael Saba Panta, en su actuación como Juez de 
Paz de Única Nominación de Vice Letirá, Sechura, Corte 
Superior de Justicia de Piura; a quien se le atribuye el 
siguiente cargo: “Haber expedido las resoluciones N° 10 
de fecha 04 de abril de 2014 y N° 13 de fecha 20 de mayo 
de 2014 sobre medida cautelar genérica, amparando una 
pretensión que estaría más allá de su competencia; así 
como también, no haber incorporado al Ministerio de la 
Producción en el Proceso N° 017-MC-2013-JPUNVL/N-S/
CSJP-PJ”.

El investigado habría incurrido en la infracción 
establecida en el artículo cinco, numerales cinco y ocho, 
de la Ley número veintinueve mil ochocientos veinticuatro, 
Ley de Justicia de Paz.

Tercero. Que, de acuerdo a lo establecido por el 
artículo cincuenta y siete, numerales uno y dos, del 
Reglamento del Régimen Disciplinario del Juez de Paz, 
la Jefatura de la Oficina Nacional de Justicia de Paz y 
Justicia Indígena, de fojas cuatrocientos ochenta y seis 
a  cuatrocientos noventa y uno, emite el Informe número 
cero cero cero cero ciento veintitrés guion dos mil veinte 
guion ONAJUP guion CE diagonal PJ, opinando porque 
el Consejo Ejecutivo del Poder Judicial desestime la 
propuesta de medida disciplinaria de destitución al 
señor Jhon Michael Saba Panta, y se declare de oficio 
la prescripción del procedimiento disciplinario. Los 
argumentos del informe señalado se encuentran basados 
en los siguientes puntos: 

a) El Reglamento de la Ley de Justicia de Paz en el 
numeral sesenta y cuatro punto dos del artículo sesenta 
y cuatro señala que el procedimiento disciplinario del juez 
de paz, debe garantizarle el adecuado ejercicio de su 
derecho de defensa y un debido proceso; en ese sentido, 
al evaluar el cumplimiento de la garantía del debido 
procedimiento, como el del pleno ejercicio del derecho de 
defensa, se advierte que si bien fue debidamente notificado 
con la resolución que dispuso el inicio del procedimiento, 
permitiéndole ejercer su derecho de defensa a través del 
descargo que debiera efectuar, ello no se da cuando se le 
notifica la resolución número diecinueve que contiene la 
citación a la vista de la causa, ya que no le fue notificada 
oportunamente como se verifica del folio cuatrocientos 
sesenta y tres.

b) No se adecúo el procedimiento administrativo 
sancionador a las disposiciones del Reglamento del 
Régimen Disciplinario del Juez de Paz, aprobado por 
Resolución Administrativa número doscientos noventa 
y siete guion dos mil quince guion CE guion PJ, y ello 
generó a su vez que no se haya tomado en consideración 
las disposiciones sobre prescripción establecidas en el 
reglamento, que conforme al principio de irretroactividad 
establecido en el artículo doscientos cuarenta y ocho 
punto cinco del Texto Único Ordenado de la Ley número 
veintisiete mil cuatrocientos cuarenta y cuatro, son 
aplicables al presente caso; por lo que corresponde 
declarar la nulidad del procedimiento.

c) Respecto a la prescripción del procedimiento 
disciplinario, en aplicación del principio de irretroactividad 
son aplicables a todas las disposiciones incluidas en el 
Reglamento del Régimen Disciplinario de Juez de Paz y 
de acuerdo a lo establecido en el numeral treinta y uno 
punto cuatro la prescripción del procedimiento disciplinario 
cuando la falta es grave o muy grave se produce a los 
cuatro años de instaurada la acción disciplinaria. El 
procedimiento disciplinario fue instaurado mediante 
resolución número diez de fecha veintiséis de octubre 
de dos mil quince, generando la jefatura de la Oficina de 
Control de la Magistratura la propuesta de destitución a 
través de la resolución número veinte de fecha nueve de 
setiembre de dos mil veinte, luego de más de cuatro años, 
produciéndose la prescripción.

d) Sobre la conducta investigada, si bien los jueces 
de paz se encuentran facultados a conceder medidas 
cautelares, estas deben estar destinadas estrictamente 

a salvaguardar los derechos de las partes procesales, 
lo que supone que dichas medidas deben tener como 
único objetivo la satisfacción del derecho por el cual se 
ha recurrido ante un juez de paz y no la obtención de 
derechos, autorizaciones o permisos, cuyo conocimiento 
compete en exclusividad a la autoridad administrativa, 
que en el caso sería el Ministerio de la Producción.

e) Por otro lado, la Presidencia de la Corte Superior de 
Justicia de Piura, a través de la Resolución Administrativa 
número cero cuarenta y uno guion dos mil catorce guion 
P guion CSJPI diagonal PJ de fecha siete de enero de 
dos mil catorce, de fojas trescientos cincuenta  y uno a 
trecientos cincuenta y tres, habría dado por concluida 
la designación del investigado, por lo que éste habría 
emitido las resoluciones número diez y número trece en 
el proceso número cero diecisiete guion MC guion dos 
mil trece guion JPUNVC diagonal VS diagonal CSJP 
guion PJ, cuando ya no se encontraba en funciones; de 
igual forma, y conforme ha precisado en su descargo 
conocía sobre las disposiciones previstas en el Decreto 
Legislativo número mil ochenta y cuatro y otras figuras 
jurídicas, lo que le permitió dictar la medida cautelar; 
desvaneciéndose la alegación de que no es conocedor 
de derecho, concluyendo que la falta habría quedado 
acreditada. 

f) El informe concluye que la comisión de la falta 
prevista en el numeral tres del artículo cincuenta de la 
Ley número veintinueve mil ochocientos veinticuatro 
habría quedado acreditada; no obstante, el plazo para 
la tramitación del procedimiento se encontraría vencido, 
y además no se ha cumplido con las garantías mínimas 
del debido procedimiento; por lo que no será posible 
aplicar una sanción debido a que los órganos encargados 
de instaurar el procedimiento han inobservado las 
disposiciones y plazos establecidos, generando que el 
procedimiento prescriba y que no sea posible sancionar 
en la vía administrativa al investigado por los hechos 
descritos.

Cuarto. Que, de acuerdo a lo establecido en el 
artículo cincuenta y siete, inciso uno, del Reglamento del 
Régimen Disciplinario del Juez de Paz1, es el Consejo 
Ejecutivo del Poder Judicial el competente para imponer 
la sanción de destitución al juez de paz; por ello, ante 
la propuesta de destitución del señor Jhon Michael 
Saba Panta por la Jefatura de la Oficina de Control de 
la Magistratura, es que los autos se encuentran en este 
despacho, no obstante ello, y de acuerdo a lo establecido 
en el inciso dos del mismo artículo cincuenta y siete, la 
Oficina Nacional de Justicia de Paz y Justicia Indígena 
ha emitido el informe opinando porque se desestime la 
propuesta, y por el contrario opina porque se declare la 
nulidad del procedimiento disciplinario y se declare de 
oficio la prescripción del procedimiento disciplinario. Es 
así que previo al análisis de fondo, se analizará la nulidad 
y prescripción propuestas.

Se entiende que la nulidad2 es una situación genérica 
de invalidez del acto jurídico que provoca que una 
norma, acto jurídico, acto administrativo  o  acto procesal  
deje de desplegar desplegar sus efectos jurídicos, 
retrotrayéndose al momento de su celebración. Tiene por 
fundamento, proteger intereses que resultan vulnerados 
por no cumplirse las prescripciones legales al celebrarse 
un acto jurídico o dictarse una norma, como al emitirse 
un acto administrativo o judicial. Debe destacarse que es 
un deber de la administración, una obligación, declarar 
expresamente nulo todo acto administrativo que incurra 
en uno de los supuestos tasados de nulidad de pleno 
derecho; por lo que debe tramitarse en cualquier caso 
y en cualquier tiempo el procedimiento para declarar su 
nulidad.

El artículo ocho del Texto Único Ordenado de la Ley 
número veintisiete mil cuatrocientos cuarenta y cuatro 
establece que es válido el acto administrativo dictado 
conforme al ordenamiento jurídico, es decir, el acto emitido 
observando los requisitos de formación establecidos 
en la citada ley. Son vicios del acto administrativo, que 
causan su nulidad de pleno derecho, los siguientes: a) La 
contravención a la Constitución, a las leyes o a las normas 
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reglamentarias; b) El defecto o la omisión de alguno de 
sus requisitos de validez, salvo que se presente alguno 
de los supuestos de conservación del acto a que se 
refiere el artículo catorce; c) Los actos expresos o los que 
resulten como consecuencia de la aprobación automática 
o por silencio administrativo positivo, por los que se 
adquiere facultades, o derechos, cuando son contrarios 
al ordenamiento jurídico, o cuando no se cumplen con 
los requisitos, documentación o trámites esenciales para 
su adquisición; y, d) Los actos administrativos que sean 
constitutivos de infracción penal o que se dicten como 
consecuencia de la misma3.

De acuerdo a Ley, el acto administrativo que sea 
emitido sin observar la Constitución, las leyes o las 
normas reglamentarias es nulo y, por lo tanto, no debe 
surtir efectos. El acto administrativo es nulo cuando 
carece de alguno de los requisitos de validez, según se 
ha señalado; sin embargo, la misma norma establece 
que la nulidad puede evitarse si se presenta alguno de 
los supuestos de conservación del acto administrativo 
previstos en el artículo catorce de la Ley número veintisiete 
mil cuatrocientos cuarenta y cuatro. La conservación del 
acto administrativo no implica que el acto deja de ser nulo, 
sino que, por determinadas circunstancias, la nulidad es 
superada por tratarse de defectos o vicios que no son 
trascendentes. 

De acuerdo a lo desarrollado en el informe emitido por 
el Jefe de la Oficina Nacional de Justicia de Paz y Justicia 
Indígena, la nulidad propuesta se encuentra basada en 
que el órgano de control habría vulnerado la garantía del 
debido proceso, al no haberse notificado oportunamente al 
investigado la resolución número diecinueve; y porque no 
se habría adecuado el proceso conforme a lo establecido 
por la Resolución Administrativa número doscientos 
noventa y siete guión dos mil quince guión CE guión PJ.

Conforme se desprende de autos, el investigado ha 
sido debidamente notificado durante todo el procedimiento 
de investigación, respecto a la notificación de la resolución 
número diecinueve por la cual la Oficina de Control de 
la Magistratura programa fecha de vista de la causa, la 
misma que hasta en tres oportunidades fue reprogramada, 
conforme se tiene de las resoluciones números diecisiete, 
dieciocho y diecinueve, las dos primeras no se pudieron 
llevar a cabo debido a que el domicilio del investigado 
Saba Panta se encuentra ubicado en un lugar de difícil 
acceso; e incluso la dirección es incompleta lo que hace 
difícil al servicio de notificaciones realizarlas dentro de 
los plazos razonables, así se desprende de las razones 
emitidas que obran a fojas cuatrocientos cuarenta y cuatro 
y cuatrocientos cuarenta y ocho; mientras que la última 
se logró notificar, y conforme al cargo de notificación se 
realizó dos días antes de la vista de la causa, la misma que 
se llevaría a cabo a través del aplicativo Meet Hangouts, 
por lo cual debían comunicar el correo electrónico.

Quinto. Que, el artículo ocho del Texto Único Ordenado 
de la Ley número veintisiete mil cuatrocientos cuarenta 
y cuatro establece que es válido el acto administrativo 
dictado conforme al ordenamiento jurídico, mientras 
que el artículo catorce respecto a la conservación del 
acto, en el punto catorce punto dos punto tres señala: 
“El acto emitido con infracción a las formalidades no 
esenciales del procedimiento, considerando como tales 
aquellas cuya realización correcta no hubiera impedido 
o cambiado el sentido de la decisión final en aspectos 
importantes, o cuyo incumplimiento no afectare el debido 
proceso del administrado”, y conforme se advierte de la 
cedula de notificación efectuada al investigado, de folios 
cuatrocientos sesenta y tres, se desprende que ésta fue 
notificado el veintiséis de agosto de dos mil veinte con la 
resolución número diecinueve, por la cual se reprogramó 
la vista de la causa a realizarse el día veintiocho de agosto 
de dos mil veinte, y si ésta fue realizada con dos días 
de anticipación, se considera que dicho acto de ninguna 
manera hubiera cambiado el sentido de la decisión final, 
por lo que en aplicación de lo señalado por la norma 
antes referida no se estaría ante un vicio de nulidad del 
procedimiento.

Sexto. Que, respecto a que no se habría adecuado el 
proceso de acuerdo a la Resolución Administrativa número 

doscientos noventa y siete guión dos mil quince guión 
CE guión PJ; debe precisarse que la referida resolución 
administrativa fue publicada en el Diario el Peruano el 
seis de noviembre de dos mil quince, señalando en su 
artículo tercero que: “Los procedimientos disciplinarios 
iniciados contra jueces de paz antes de la entrada en 
vigor del Reglamento del Régimen Disciplinario del Juez 
de Paz, deben ser adecuados a sus disposiciones por 
la Oficina de Control de la Magistratura y las Oficinas 
Desconcentradas de Control de la Magistratura del país, 
según sea el caso”(lo resaltado en negritas es nuestro). 
Partiendo de lo precisado en el referido artículo y 
advirtiéndose que desde el veintiséis de octubre de dos 
mil quince, la Oficina Desconcentrada de Control de la 
Magistratura de la Corte Superior de Justicia de Piura por 
resolución número diez resuelve haber mérito para abrir 
investigación contra el Juez de Paz Jhon Michael Saba 
Panta, habilitando al magistrado para la tramitación del 
procedimiento, el mismo que se desarrolló conforme se 
advierte de autos, formulando incluso sus descargos el 
investigado, venciéndose el plazo investigatorio, por lo 
que el nueve de mayo de dos mil quince la magistrada 
encargada de la tramitación emite el informe, de folios 
trescientos ochenta y seis a trescientos ochenta y nueve; 
es decir, no existía en el proceso diligencias que actuarse, 
por lo que resultaba innecesario una adecuación cuando 
se había cumplido con la investigación disciplinaria, más 
aún, si la misma resolución administrativa en mención, no 
establece que obligatoriamente todos los procedimientos 
sean adecuados, sino faculta la posibilidad de considerar 
algunos casos; por lo que en el presente caso no existió 
necesidad de adecuar pues la investigación ya había 
concluido. 

Sétimo. Que, respecto a la prescripción del 
procedimiento disciplinario, se debe tener en consideración 
que “la potestad sancionadora de la Administración puede 
perderse y no ser ya efectiva por el transcurso de tiempo, 
dando lugar a la prescripción (extintiva) de las infracciones 
o de las sanciones, según la administración pierda el 
derecho a sancionar una infracción o a ejecutar una 
sanción ya impuesta”4. La prescripción es una limitación 
al ejercicio tardío del derecho en beneficio de la seguridad 
jurídica5; por ello, se acoge en aquellos supuestos en los 
que la administración, por inactividad, deja transcurrir el 
plazo máximo legal para ejercitar su derecho a exigir o 
corregir las conductas ilícitas administrativas o interrumpe 
el procedimiento de persecución de la falta durante un lapso 
de tiempo. De acuerdo con lo señalado, la prescripción 
se relaciona directamente con el retraso objetivo en el 
ejercicio de los derechos y potestades, en concordancia 
con los cánones que la normativa establezca y al margen 
de la posición subjetiva de sus protagonistas6. El Tribunal 
Constitucional señala “(…) la Administración en el ejercicio 
de su facultad sancionadora tiene el irrestricto deber de 
respetar los derechos procesales constitucionales de los 
administrados entre los cuales se encuentra el instituto 
procesal de la prescripción (…)”7. 

El artículo doscientos cuarenta y seis del Texto Único 
Ordenado de la Ley número veintisiete mil cuatrocientos 
cuarenta y cuatro, referido a los principios de la potestad 
sancionadora administrativa, señala en su punto cinco 
que: “Irretroactividad.- Son aplicables las disposiciones 
sancionadoras vigentes en el momento de incurrir el 
administrado en la conducta a sancionar, salvo que las 
posteriores le sean más favorables. Las disposiciones 
sancionadoras producen efecto retroactivo en cuanto 
favorecen al presunto infractor o al infractor, tanto en 
lo referido a la tipificación de la infracción como a la 
sanción y a sus plazos de prescripción, incluso respecto 
de las sanciones en ejecución al entrar en vigor la nueva 
disposición”. En ese sentido, la Oficina Nacional de 
Justicia de Paz y Justicia Indígena en su informe de fojas 
cuatrocientos ochenta y seis a cuatrocientos noventa 
y uno, ha señalado que en aplicación de éste principio, 
siéndole más favorable al investigado el tema de la 
prescripción establecida en el Reglamento del Régimen 
Disciplinario del Juez de Paz, el cual en su artículo treinta 
y uno se refiere a la prescripción señalando que “la 
prescripción de la acción disciplinaria cuando la falta es 
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grave o muy grave se produce a los 2 años; mientras que 
el procedimiento disciplinario cuando la falta es grave o 
muy grave prescribe a los 4 años8; de igual forma la misma 
norma señala que el computo del plazo de la prescripción 
de la acción se interrumpe con el inicio de la investigación, 
mientras el plazo de la prescripción del procedimiento se 
interrumpe con la resolución que impone la sanción o 
con la opinión contenida en el informe si se trata de una 
propuesta de suspensión o destitución”9. 

Octavo. Que, determinado los plazos establecidos 
por ley para la figura de la prescripción, se tiene que al 
investigado se le atribuye la falta de haber emitido la 
resolución número diez de fecha cuatro de abril de dos mil 
catorce y la número trece de fecha veinte de mayo de dos 
mil catorce sobre una medida cautelar en el Expediente 
número cero diecisiete guión MC guión dos mil trece 
guión JPUNVL diagonal V guión S diagonal CSJP guión 
PJ, amparando una pretensión que estaría más allá 
de su competencia, siendo que con fecha veintiséis de 
octubre de dos mil quince la Oficina Desconcentrada de 
Control de la Magistratura por resolución número diez 
resuelve haber mérito para abrir investigación; tramitado 
el proceso la Jefatura de la Oficina Desconcentrada de 
Control de la Magistratura de la Corte Superior de Justicia 
de Piura por resolución número diecisiete, de fecha ocho 
de mayo de dos mil diecisiete, propone a la Jefatura de 
la Oficina de Control de la Magistratura la destitución del 
señor Jhon Michael Saba Panta; para luego la Jefatura 
de la Oficina de Control de la Magistratura por resolución 
número veinte, de fecha nueve de setiembre de dos mil 
veinte propone al Consejo Ejecutivo del Poder Judicial la 
destitución del juez de paz investigado.

Precisada las fechas en que se desarrolla el presente 
procedimiento y de acuerdo a lo establecido en el artículo 
treinta y uno punto cuatro del referido reglamento, el 
plazo de prescripción del procedimiento disciplinario 
es de cuatro años, el mismo que se suspende con la 
emisión de la resolución de propuesta de suspensión o 
destitución; de autos se tiene que desde la instauración 
del procedimiento mediante resolución número diez de 
fecha veintiséis de octubre de dos mil quince, a la emisión 
de la resolución número diecisiete de fecha ocho de 
mayo de dos mil diecisiete por la cual la Jefatura de la 
Oficina Desconcentrada de Control de la Magistratura 
de la Corte Superior de Justicia de Piura propone la 
medida disciplinaria de destitución del señor Jhon Michael 
Saba Panta, habría transcurrido un año siete meses y 
dieciocho días; por lo que no operaría la prescripción, 
interrumpiéndose la misma en dicha fecha. Ahora bien, 
de ésta última data a la fecha de emisión de la resolución 
número veinte de la Oficina de Control de la Magistratura 
de fecha nueve de setiembre de dos mil veinte habría 
transcurrido tres años y cuatro meses, no operando la 
prescripción del procedimiento.

Noveno. Que, sobre el fondo de los hechos, se 
debe precisar que revisada las copias certificadas que 
se anexan al mismo, se puede concluir que el artículo 
dieciséis de la Ley de la Justicia de Paz10 establece la 
competencia o materia que puede conocer los Jueces de 
Paz, en ninguna de ellas se señala que puede conocer 
de procesos donde se ventilen derechos de pesca que se 
encuentren regulados por el Decreto Legislativo número 
mil ochenta y cuatro, Ley sobre los límites máximos de 
captura por embarcación y sus reglamentos para la zona 
norte centro del litoral, norma que hace referencia el juez 
de paz investigado en su resolución número diez; incluso 
en la resolución número trece dispone la remisión de 
copias certificadas al Ministerio Público por incumplimiento 
del Ministerio de Producción al mandato contenido en 
la resolución número diez, y pese a que señala que su 
actuación se sustenta en su saber y entender, por no 
ser Juez de Paz Letrado, y desconocer el derecho; sin 
embargo, aplica normas que se encuentran fuera de 
su alcance jurisdiccional, por lo que su actuar vulnera 
los principios y preceptos que enmarcan la correcta 
administración de justicia e imparcialidad del cargo, 
pues no solo accedió a tramitar un proceso teniendo 
conocimiento de su impedimento, sino que además 
procede a denunciar a la parte demandada conforme 

indica la resolución número trece, con argumentos ajenos 
a derecho; más aún, si de folios trescientos cincuenta 
y uno a trescientos cincuenta y tres la Presidencia de 
la Corte Superior de Justicia de Piura, por Resolución 
Administrativa número cero cuarenta y uno guión dos mil 
catorce guión P guión CSJPI diagonal PJ de fecha siete de 
enero de dos mil catorce, dio por concluida la designación 
del investigado Jhon Michael Saba Panta, como Juez de 
Paz del Juzgado de Paz de Única Nominación de Villa 
Letirá, lo que conlleva a concluir que el investigado emitió 
las resoluciones número diez y número trece cuando ya 
no se encontraba en funciones, pues estas correspondían 
al cuatro de abril de dos mil catorce y veinte de mayo de 
dos mil catorce, respectivamente. 

Décimo. Que, encontrándose acreditada la 
responsabilidad del investigado, trasgrediendo lo 
establecido en el artículo cinco, numerales cinco y ocho, 
de la Ley número veintinueve mil ochocientos veinticuatro, 
Ley de Justicia de Paz, hecho que constituye falta muy 
grave previsto en el artículo cincuenta, numeral tres, 
de la misma ley, que establece como faltas muy graves 
“Conocer, influir o interferir, directa o indirectamente, en 
causas a sabiendas de estar legalmente impedido de 
hacerlo, cuando estas estén siendo conocidas o hayan 
sido resueltas por la justicia ordinaria o la jurisdicción 
especial”; el artículo cincuenta y cuatro de la misma ley 
establece la destitución en casos de la comisión de faltas 
muy graves.

Por estos fundamentos, en mérito al Acuerdo N° 1244-
2021 de la quincuagésima octava sesión del Consejo 
Ejecutivo del Poder Judicial de la fecha, realizada en 
forma virtual con la participación de los señores y señoras 
Barrios Alvarado, Lama More, Arias Lazarte, Álvarez 
Trujillo, Medina Jiménez y Espinoza Santillán; en uso de 
las atribuciones conferidas por el artículo 82° del Texto 
Único Ordenado de la Ley Orgánica del Poder Judicial. 
De conformidad con la ponencia emitida en autos y la 
sustentación oral del señor Consejero Espinoza Santillán. 
Por unanimidad.

SE RESUELVE:

Imponer la medida disciplinaria de destitución al 
señor Jhon Michael Saba Panta, por su actuación como 
Juez de Paz del Juzgado de Única Nominación de Vice 
Letirá, Sechura, Corte Superior de Justicia de Piura; con 
las consecuencias establecidas en el artículo cincuenta 
y cuatro de la Ley de Justicia de Paz. Inscribiéndose la 
medida disciplinaria impuesta en el Registro Nacional de 
sanciones contra servidores civiles.

Regístrese, publíquese, comuníquese y cúmplase.

ELVIA BARRIOS ALVARADO
Presidenta

1 Resolución Administrativa Nº 297-2015-CE-PJ
2 La nulidad resulta un instituto de la teoría general del derecho que autores 

que diferentes estudiosos han definido como la sanción por la cual la ley 
priva al acto jurídico de sus efectos normales por no haberse observado las 
formalidades prescritas para su emisión, como un requisito esencial de su 
constitución. El Tribunal Constitucional ha sostenido que “la nulidad de los 
actos procesales está sujeta al principio de legalidad sino, además, que en 
un Estado Constitucional de Derecho, la nulidad de un acto procesal sólo 
puede decretarse cuando de por medio se encuentran comprometidos, con 
su inobservancia, derechos, principios o valores constitucionales. En efecto, 
la nulidad de los actos procesales no se justifica en la simple voluntad de la 
ley. No admite una consideración de la nulidad por la simple nulidad, porque 
así se expresa o porque o es voluntad de la ley, sino porque en el 
establecimiento de determinadas formalidades que se observen en dichos 
actos procesales, subyacen bienes constitucionalmente protegidos (RTC 
197-2005-PA/TC, FJ 7 in fine)”. 

 En Sentencia del Tribunal Constitucional Expediente N° 00294-2009-PA/TC, 
de fecha Lima, 3 de febrero de 2010, el recurso de agravio constitucional 
interpuesto por doña Margarita del Campo Vegas contra la Sala de Derecho 
Constitucional y Social de la Corte Suprema de Justicia de la República.. 
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Maurino (MAURINO, Alberto Luís. Nulidades Procesales. Editorial Astrea. 
Segunda Edición. Buenos Aires-2001. pp. 13), Alsina (ALSINA, Hugo. Las 
nulidades en el Proceso Civil. Concepto y función de las formas procesales. 
Ediciones Jurídicas Europa-América. Buenos Aires 1958. pp. 31) y De 
Santo (DE SANTO, Víctor.  Nulidades Procesales. Editorial Universidad. 
Tercera Edición actualizada. Buenos Aires 2008. pp. 35).

3 Artículo 10° del Texto Único Ordenado de la Ley 27444.
4 GARCÍA GOMEZ DE MERCADO, Francisco, Sanciones Administrativas, 

Ed. Comares, 3° Edición, Granada, 2007, pág. 201.
5 BANDEIRA DE MELO, Celso Antonio, Curso de Direito Administrativo, 22° 

Edición, Malheiros Editores, Sao Paulo, 2007, pág. 1025.
6 Francisco RIVERO HERNANDEZ, “La prescripción y la caducidad. 

Perspectivas legislativas”, XI Jornades de Dret Catalá a Tossa (21 y 22 
de setiembre de 2000), disponible en: http://civil.udg.es/tossa/Textos/p/3/
rivero.htm (18.04.2007).

7 STC de fecha 30 de noviembre de 2005, Exp. 8092-2005-PA/TC, FJ 9.
8 Artículo 31°.- Prescripción: … 
 31.3 La prescripción de la acción disciplinaria cuando la falta es grave o 

muy grave se produce a los dos (2) años de ocurrido el hecho. En los casos 
en que la conducta disfuncional del juez de paz sea continuada, el plazo 
de prescripción de la acción se computa a partir de la fecha de cese de la 
misma. 

 31.4 La prescripción del procedimiento disciplinario cuando la falta es 
grave o muy grave se produce a los cuatro (4) años de instaurada la acción 
disciplinaria. 

 31.5 La prescripción será declarada de of cio por el contralor cuando 
verif que el transcurso del plazo y la mora procesal, lo que no enerva la 
posibilidad de que el juez de paz quejado, en vía de defensa, pueda solicitar 
su declaración en cualquier etapa del procedimiento.

9 Artículo 31°.- Prescripción: … 31.6 El cómputo del plazo de prescripción 
de la acción se interrumpe con el inicio de la investigación preliminar y/o 
el procedimiento disciplinario, volviendo a correr si el procedimiento se 
mantuviera paralizado durante más de un (1) mes por causa no imputable 
al juez de paz procesado. 31.7 El cómputo del plazo de prescripción del 
procedimiento se interrumpe con la resolución que impone la sanción 
correspondiente o con la opinión contenida en el informe si se trata de una 
propuesta de suspensión o destitución. 

10 Artículo 16.- Competencia
 El juez de paz puede conocer las siguientes materias:
 1. Alimentos y procesos derivados y conexos a estos, cuando el vínculo 

familiar esté fehacientemente acreditado, o cuando no estando estando 
acreditado ambas partes se allanen a su competencia.

 2. Conflictos patrimoniales por un valor de hasta treinta (30) Unidades de 
Referencia Procesal.

 3. Faltas. Conocerá de este proceso excepcionalmente cuando no exista 
juez de paz letrado.

 Las respectivas Cortes Superiores fijan los juzgados de paz que pueden 
conocer de los procesos por faltas.

 4. Violencia familiar, en los casos en que no exista un juzgado de paz 
letrado.

 5. Sumarias intervenciones respecto de menores que han cometido acto 
antisocial y con el solo objeto de dictar órdenes provisionales y urgentes, 
sobre tenencia o guarda del menor en situación de abandono o peligro 
moral. Concluida su intervención remite de inmediato lo actuado al juez 
que corresponda; adicionalmente dicta medidas urgentes y de protección 
a favor del niño o adolescente, en los casos de violencia familiar.

 6. Otros derechos de libre disponibilidad de las partes.
 7. Las demás que correspondan de acuerdo a ley.
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CORTES SUPERIORES DE JUSTICIA

Establecen medidas administrativas 
para dotar de celeridad al trámite de las 
demandas de Habeas Corpus y cumplir con 
los plazos establecidos en la norma procesal 
constitucional

Presidencia de la Corte Superior de 
Justicia de Lima

RESOLUCIÓN ADMINISTRATIVA N° 
000140-2022-P-CSJLI-PJ

Lima, 12 de abril del 2022

VISTOS:

La Ley N° 31307 -Nuevo Código Procesal 
Constitucional- de fecha 23 de julio de 2021, la 
Resolución Administrativa N° 250-2021-P-CSJLI-PJ de 
fecha 25 de julio de 2021, la Resolución Administrativa 
N° 286-2021-P-CSJLI-PJ de fecha 16 de agosto de 2021, 
y el Informe N° 00018-2022-CEP-UPD-GAD-CSJLI-PJ de 
fecha 29 de marzo de 2022; y,

CONSIDERANDO:

Primero: Con la entrada en vigencia del Nuevo 
Código Procesal Constitucional, ocurrido el 24 de julio 
del presente año, las demandas de habeas corpus -en 
la Corte Superior de Justicia de Lima- vienen siendo 
conocidas por los Juzgados Constitucionales.

Segundo: Mediante Resolución Administrativa N° 
250-2021-P-CSJLI-PJ, la Corte Superior de Justicia de 
Lima dispuso el inicio del rol de turno de los Juzgados 
Constitucionales, para el conocimiento de las demandas 
de Habeas Corpus, estableciéndose un turno de 24 
horas por cada Juzgado, iniciando con el 1° Juzgado 
Constitucional y continuando de manera ordenada y 
sucesiva hasta el 11° Juzgado Constitucional.

Tercero: A través de la Resolución Administrativa 
N° 286-2021-P-CSJLI-PJ, se dispuso la conformación 
del Pool de servidores judiciales para la tramitación de 
las demandas de Habeas Corpus que ingresen a los 
Juzgados Constitucionales, con un turno especial de 24 
horas, disponiéndose la organización de su trabajo para 
la tramitación de las citadas demandas.

Cuarto: Por Resolución Administrativa N° 
113-2022-CE-PJ, el Consejo Ejecutivo del Poder Judicial 
estableció, entre otros, que las labores del personal 
jurisdiccional y administrativo, del 1 al 30 de abril del 2022, 
se realizarán en forma presencial diaria, en dos turnos, 
primer turno: de 07:45 a 12:45 horas y segundo turno: 
de 13:30 a 18:30 horas, complementándose en ambos 
casos con tres horas de trabajo remoto; facultando a las 
Presidencias de la Cortes Superiores de Justicia para 
que, excepcionalmente, fijen el trabajo presencial en ocho 
horas diarias, siempre que se garanticen las condiciones 
de aforo y distanciamiento social, entendiéndose para 
estos casos que el inicio de labores es a horas 07:45 y el 
final de la jornada a horas 16:45.

Quinto: Con el Informe de vistos, la Coordinación 
de Estudios y Proyectos de la Unidad de Planeamiento 
y Desarrollo indica que la cantidad de los procesos de 
habeas corpus se ha venido incrementando continua y 
progresivamente, ocasionando que el Pool de Servidores 
Judiciales para la tramitación de las demandas de Habeas 
Corpus (integrado por nueve trabajadores y, de ellos, sólo 
tres Secretarios Judiciales) se encuentre sobrecargado, 
resultando imposible tramitar dichos procesos dentro de 
los plazos previstos en el Código Procesal Constitucional; 
situación contraria a los despachos de los Juzgados 
Constitucionales, cuya situación actual dista de 
sobrecarga procesal, en cuanto a sus procesos en estado 
de trámite, pues se encuentran en subcarga procesal.

Sexto: Asimismo, en el citado informe se indica 
que se ha identificado que ocho de los diez Juzgados 
Constitucionales Permanentes cuentan con cantidades 
elevadas de procesos en estado de ejecución, solamente 
el 6° y 11° Juzgado Constitucional cuentan con un 
promedio de 324 procesos en dicho estado, considerando 
pertinente instar a todos los Juzgados Constitucionales 
Permanentes a realizar las acciones conducentes a la 
liquidación y/o depuración de su carga procesal en estado 
de ejecución.

Sétimo: En tal virtud, corresponde emitir las medidas 
administrativas correspondientes a efectos de dotar de 
celeridad al trámite de las demandas de Habeas Corpus y 
cumplir con los plazos establecidos en la norma procesal 
constitucional, a fin de evitar causar perjuicios a los 
justiciables.

Octavo: Atendiendo a que el Presidente de la Corte 
Superior de Justicia de Lima es la máxima autoridad 
administrativa de este Distrito Judicial, con competencia 


